
Recomendación 31/2007 
 

*La Recomendación 31/2007, se dirigió a la Dirección General del Instituto de la Defrensoría de Oficio del 
Estado de México, el 15 de octubre de 2007, por insuficiente protección de personas, en agravio de la menor 

Patricia Arce Martínez. Se ha determinado publicar una síntesis de la misma, con fundamento en lo dispuesto 
por los artículos 9 y 114 del Reglamento Interno de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de 
México. El texto íntegro de la Recomendación se encuentra en el expediente respectivo y consta de 23 fojas.  

 
El cinco de junio de 2007, en cumplimiento al Programa de Supervisión al Sistema 
Penitenciario, personal de este Organismo realizó visita de inspección al Centro Preventivo y 
de Readaptación Social de Jilotepec, México; en la misma se evidenció que la menor Patricia 
Arce Martínez, se encontraba privada de su libertad por el delito de abigeato, relacionada con 
la causa 71/2007. 
 
Acorde a la investigación sobre los acontecimientos, este Organismo constató que el dos de 
junio de 2007, el Juzgado Penal de Primera Instancia del Distrito Judicial de Jilotepec, México, 
radicó la causa 71/2007, por el delito de abigeato cometido en gravio de Marcelino Avendaño 
Santiago y en contra de la menor Patricia Arce Martínez. 

 

En la misma fecha se recabó la declaración preparatoria de la menor siendo asistida por el 
licenciado Horacio Martínez Velázquez, defensor de oficio, quien se reservó el derecho de 
ofrecer probanzas a favor de la menor inculpada, así mismo omitió solicitar se le realizará el 
certificado de edad clínica para acreditar su minoría de edad, lo cual trajo como consecuencia 
que fuera ingresada al área de mujeres del Centro Preventivo y de Readaptación Social de 
Jilotepec, México, donde permaneció tres días, hasta el cinco de junio del año en curso cuando 
se decretó su libertad. 

 
En la investigación de los hechos motivo de queja, además de requerir el informe a la Dirección 
General de Prevención y de Readaptación Social, a la Dirección General del Instituto de la 
Defensoría de Oficio y a la Procuraduría General de Justicia del Estado de México, 
respectivamente, autoridades señaladas como responsables de violar derechos humanos, se 
citó a diversos servidores públicos relacionados, así como se practicaron visitas. 

 

Con base en las evidencias obtenidas derivadas de la investigación y pruebas allegadas por 
este Organismo, se pudo confirmar la violación a los derechos humanos de la menor Patricia 
Arce Martínez. 

 

Esta Comisión de Derechos Humanos acreditó:  

 

Que en el caso particular este Organismo advirtió que el licenciado Horacio Martínez 
Velázquez, defensor de oficio adscrito al Juzgado Penal de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Jilotepec, México, inobservó lo establecido en nuestra Carta Magna, al no brindar 
una adecuada defensa a favor de la menor Patricia Arce Martínez, relacionada con la causa 
71/2007, por el delito de abigeato cometido en agravio de Marcelino Avendaño Santiago, pues 
con su displicente proceder violentó el derecho humano a la seguridad jurídica de la menor 
agraviada, lo que resultó que fuera ingresada al área de mujeres del Centro Preventivo y de 
Readaptación Social de Jilotepec, México. 

 
El defensor de oficio al entrevistarse con la menor Patricia Arce Martínez momentos previos al 
desahogo de su declaración preparatoria, debió solicitar inmediatamente se realizara un 
examen clínico para determinar su edad. Sin embargo, esto no sucedió tal como lo indicó el 
licenciado Policarpio Rodríguez Albarrán, secretario de acuerdos del Juzgado Penal de Primera 
Instancia del Jilotepec, México, al desahogar su prueba testimonial en fecha 28 de agosto de 
2007 ante personal de este Organismo, quien hizo referencia que no se anexó el certificado 
médico de ingreso al oficio de puesta a disposición, remitido por el Centro Preventivo y de 
Readaptación Social de Jilotepec, México, para poder advertir de que se trataba de una menor 



de edad; abundó que si el defensor hubiese hecho alguna solicitud respecto a la minoría de la 
inculpada, para que el día dos de junio del año en curso, se determinara la situación jurídica de 
la menor y ésta no permaneciera tres días interna en el área de mujeres del citado centro 
carcelario. 
 
De las constancias remitidas a esta Comisión, resulta inobjetable que el defensor de oficio fue 
quien asistió a la menor inculpada en su declaración preparatoria rendida dentro de la causa 
número 71/2007, como consta en las copias certificadas que obran en el expediente. 
 
Esta Defensoría de Habitantes lamenta la omisión del defensor de oficio, toda vez que con su 
proceder faltó al compromiso innegable que todo servidor público tiene encomedado por 
disposición legal, lo que se traduce en una indecuada prestación del servicio público.  

 

Lo antes descrito deja sin lugar a dudas acreditada la deficiente intervención del defensor de 
oficio, licenciado Horacio Martínez Velázquez, afectando con ello la esfera jurídica de su 
protegida, obstruyendo que ésta gozara con plenitud la garantía individual de seguridad jurídica 
que la Constitución Federal prevé, al no recibir una adecuada defensa. 

 

Es preciso afirmar válidamente que el servidor público, en su carácter de defensor de oficio y 

como perito en derecho, contaba innegablemente con el conocimiento suficiente para solicitar 

se le realizara el examen clínico a la menor Patricia Arce Martínez, situación que no llevó a 

cabo, aunado a que estaba enterado de que la menor agraviada había sido certificada por 

personal de la Procuraduría General de Justicia con una edad mucho mayor a la que contaba, 

debiendo indiscutiblemente velar por los principios rectores del sistema de justicia para 

adolescentes en el Estado de México, en cuanto al interés superior del adolescente, mismo que 

tiene prevalencia ante cualquier otro que vaya en su perjuicio. 

 
Por lo anteriormente expresado, la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, 
respetuosamente, formuló al Director General del Instituto de la Defensoría de Oficio del 
Estado de México, la siguiente: 

 
RECOMENDACIÓN 
 
ÚNICA. Con la copia certificada de la presente Recomendación, que se anexa, se sirva solicitar 
al titular de la Contraloría Interna de la Secretaría General de Gobierno del Estado de México, 
inicie el correspondiente procedimiento administrativo disciplinario tendente a investigar, 
identificar y determinar la responsabilidad en que incurrió el licenciado Horacio Martínez 
Velázquez, por los actos y omisiones que han quedado señalados en el capítulo de 
Observaciones, y en su caso, se impongan las sanciones que con estricto apego a derecho 
sean procedentes. 


